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El comercio de mascotas mueve 

1.300 millones al año en la UE
Para prevenir su explotación, un nuevo reglamento limitará el número de 

camadas por hembra y fijará períodos de descanso entre gestaciones

C. Porteiro 

Hablar de comercio legal de mas-
cotas en países como España, don-
de se abandonan a más de 130.000 
perros y gatos anualmente y donde 
las protectoras están desbordadas, 
no deja de ser paradójico. Lo cierto 
es que se trata de un negocio jugoso 
que mueve cada año 1.300 millones 
de euros en la Unión Europea (UE). 
En España, su comercialización so-
lo está permitida en criaderos auto-
rizados. Las tiendas, que en los años 
90 solían utilizar a los cachorros co-
mo reclamo en pequeños cubículos 
de sus escaparates, tienen prohibida 
su venta desde el pasado 29 de sep-
tiembre, cumpliendo con los nue-
vos requerimientos de la Ley de Bie-
nestar Animal. 

Sin embargo, la normativa fuera 
de nuestras fronteras, en otros paí-
ses europeos, varía. No existen nor-
mas comunes en torno a la comer-
cialización. Hay Estados donde es 
legal vender mascotas a través de 
internet. Es más, este mercado, in-
cluido el ilegal, concentra el 60 % 
del total de las compras de gatos y 
perros en la UE. Existen al menos 75 
plataformas en línea que funcionan 
como intermediarias en la venta y 
donación de mascotas. 

Para evitar su explotación, la Co-
misión de Agricultura del Parlamen-
to Europeo aprobó esta semana su 
propuesta de reforma legislativa, 
que pondrá límites a criaderos, ven-

dedores, refugios y a quienes se en-
cargan de ubicar mascotas en ho-
gares de acogida. Las medidas, sin 
embargo, no se aplicarán a los pro-
pietarios privados de gatos y perros 
que pongan como máximo una ca-
mada en el mercado cada 18 meses. 
No obstante, deberán registrarlos al 
comercializar los animales. 

El principal avance es que cual-
quier mascota que se quiera vender 
en la UE deberá llevar microchip y 
estar registrado en una base de da-
tos nacional. Así se podrán seguir 
sus huellas. En cuanto a las ventas 
online, los eurodiputados quieren 
que los vendedores, quienes nece-
sitarán contar con licencia, aporten 

información sobre la identificación 
y registro de perros y gatos a través 
de una web que estará conectada a 
las bases nacionales de datos. «Esto 
permitirá a los compradores verifi-
car la autenticidad de sus compras». 

Además, se fijan máximos de ca-
madas por hembra, períodos de des-
canso entre gestaciones y se prohí-
be separar a las crías de sus madres 
hasta que cumplan los dos meses o 
la entrada de cualquier mascota a la 
UE sin microchip. 

Y aunque el objetivo primordial 
de la norma es proteger a los ani-
males, tanto el Consejo como la Co-
misión Europea han puesto el foco 
también en las pérdidas económi-

cas que el comercio ilegal de mas-
cotas puede acarrear para los profe-
sionales autorizados para su cría y 
cuidado. Los precios en el mercado 
legal son hasta seis veces más altos 
por los gastos que requiere el man-
tenimiento, cuidado y atención ve-
terinaria de las mascotas.

Los compradores también ten-
drán más garantías con la nueva ley 
porque el comercio ilícito «también 
genera costes inesperados e injustos 
para ellos, ya que tienen que pagar 
para tratar algunas enfermedades o 
paliar los defectos genéticos de los 
animales», reza la propuesta inicial. 

¿Qué impacto tendrá en este mer-
cado? Según estimaciones de las ins-
tituciones europeas, la normativa se 
aplicará a entre 24.000 y 30.000 cria-
deros comerciales de perros y entre 
8.000 y 10.000 de gatos —el 20 % de 
ellos, de razas puras—. Además, pro-
tegerán a los alrededor de 11 millo-
nes de crías que se producen cada 
año para comercializarlos. 

Perro abandonado y acogido en el Refuxio de Bando.  | SANDRA ALONSO

CIFRAS

CUÁNTO CUESTA MANTENER 
A UNA MASCOTA

1.000-1.400€
Es lo que pagan de media los 

españoles que tienen un perro  

990€
Es lo que desembolsan de media los 

hogares españoles con un gato
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Hacienda me ha notificado la derivación de responsabilidad sub-

sidiaria como consecuencia de las deudas tributarias de una so-

ciedad de la que he sido administrador. Sin embargo, dado que la 

sociedad había cesado su actividad cuando la Agencia Tributaria 

inicia los expedientes de comprobación, no he podido aportar la 

documentación requerida para probar que actué correctamente. 

¿Puede Hacienda trasladarme la deuda personalmente por el me-

ro hecho de no haber podido probar que actué diligentemente?
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La derivación de responsabili-
dad es un mecanismo cada vez 
más utilizado por la Administra-
ción Tributaria, pues le permite 
reclamar el pago de deudas a ter-
ceros, cuando el deudor princi-
pal no puede afrontar el pago de 
las mismas.

La normativa vigente habilita 
a la Agencia Tributaria para de-
rivar la responsabilidad subsidia-
ria a los administradores si incu-
rren en la omisión de sus funcio-
nes, atendiendo a lo dispuesto en 
el art 43.a) y b) de la Ley General 
Tributaria, cuando la sociedad hu-
biera cometido alguna infracción 
tributaria, o bien cuando la so-
ciedad hubiera cesado en su acti-
vidad y tenga deudas tributarias 
pendientes.

La responsabilidad tributaria 
subsidiaria requiere la concurren-

cia de un doble requisito. Por un 
lado, la condición de administra-
dor y la existencia de infracciones 
tributarias cometidas por la socie-
dad y, por otra parte, una conduc-
ta culpable o negligente por par-
te del responsable.

En muchas ocasiones, los he-
chos objetivos que han dado lu-
gar a la derivación de responsa-
bilidad —condición de adminis-
trador y comisión de infracción 
tributaria— no son discutibles; 

sin embargo, sí es frecuente la fal-
ta de motivación y de prueba a la 
hora de justificar por la Adminis-
tración la culpabilidad o negligen-
cia el administrador. Esta omisión 
adquiere mayor importancia te-
niendo en cuenta que la más re-
ciente jurisprudencia obliga a la 
Administración a establecer un 
nexo causal que evidencie que la 
omisión negligente del adminis-
trador fue la que posibilitó la co-
misión de la infracción tributaria.

Conviene recordar que hasta es-
te reciente cambio jurispruden-
cial, incumbía al administrador 
la obligación de demostrar su ino-
cencia y probar que su actuación 
no había sido fruto de una falta de 
diligencia. Sin embargo, la modi-
ficación del criterio judicial supo-
ne que la carga de la prueba pasa 
a recaer sobre la Agencia Tributa-
ria; de tal forma, que viene obli-
gada a probar la culpabilidad del 
administrador; no siendo la mera 
condición de administrador, ni la 
comisión de una infracción tribu-
taria, por sí solas, suficientes para 
la derivación de responsabilidad 
a dicho administrador.

¿El covid puede justificar el 

retraso en el desarrollo de los 

procesos selectivos?

Una auxiliar de enfermería, que 
prestaba servicios para la Xun-
ta de Galicia con un contrato de 
interinidad por vacante, solici-
tó el reconocimiento de su con-
dición de trabajadora indefini-
da no fija.

Pidió tal reconocimiento por-
que su puesto estaba pendien-
te de ser cubierto por el proce-
dimiento legalmente estableci-
do o de ser amortizado. Pero pe-
se a que, durante el tiempo de su 
contrato, se convocaron proce-
sos selectivos para cubrir pla-
zas, incluyendo la suya, final-
mente su puesto no fue adjudi-
cado a ninguno de los aspirantes 
que superaron dichos procesos.

En sentencia del 02-04-2025 
el Tribunal Superior de Xusti-
za de Galicia analiza si la dura-
ción del contrato de interinidad 
por vacante de la trabajadora, 
superior a tres años, justifica la 
conversión de la relación labo-
ral en indefinida no fija, según 
la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo.

Y concluye que, aunque hu-
bo procesos selectivos y la pan-
demia pudo afectar a los plazos 
administrativos, la duración del 
contrato de la trabajadora supe-
ra el máximo permitido para la 
cobertura de vacantes. Además, 
señala que la mera existencia de 
procesos selectivos o la inciden-
cia de la pandemia no justifican 
la superación de dicho plazo.

La sentencia recoge la doctri-
na de la sala, especificando que 
la crisis del covid no puede uti-
lizarse como excusa para justi-
ficar cualquier tipo de retraso 
que pudiera haberse produci-
do en el desarrollo de los pro-
cesos selectivos de acceso al em-
pleo público que se vieron afec-
tados por esa circunstancia, por 
lo que su mera y simple invoca-
ción por parte de las entidades 
públicas no ha de justificar la su-
peración de aquel plazo ordina-
rio de tres años.

El Tribunal acaba reconocien-
do el derecho de la trabajadora 
a ser considerada indefinida no 
fija por haber superado el plazo 
máximo de interinidad permiti-
do, desestimando que la pande-
mia o la convocatoria de proce-
sos selectivos sean justificación 
para prolongar la temporalidad 
más allá de los tres años.
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